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Presentación 
 

l 2 de julio de 2014 se realizó en las ins-

talaciones de la Cámara de Comercio de 

Bogotá el Foro Arquitectura Institucional 

para la Seguridad Ciudadana, el cual 

abordó el estado de la seguridad y convivencia ciu-

dadana en el país, desde una perspectiva de los 

retos de la estructura institucional requerida para 

fortalecer el diseño, implementación y evaluación 

de resultados de las políticas públicas nacionales y 

locales. 

 

La instalación estuvo a cargo de Mónica de Greiff, 

Presidente Ejecutiva de la Cámara de Comercio de 

Bogotá; Fabrizio Hochschild, Coordinador Resi-

dente y Humanitario del Sistema de Naciones Uni-

das en Colombia, y Francisco José Lloreda, Alto 

Consejero Presidencial para la Seguridad y Convi-

vencia1. Asistieron como invitados internaciona-

les, Daniel Luz, Asesor Regional de Seguridad Ciu-

dadana del PNUD para América Latina y el Caribe; 

Juan Carlos Garzón, Fellow del Woodrow Wilson 

                                                           
1 La Alta Consejería para la Seguridad y Convivencia cum-

plió funciones durante el primer período 2010-2014 del 

Gobierno del Presidente Juan Manuel Santos Calderón.  

Center, y Ernesto López Portillo, Director del Insti-

tuto para la Seguridad y Democracia de México 

(INSYDE). Y como invitados nacionales, María Vic-

toria Llorente, Directora de la Fundación Ideas 

para la Paz; Hernán Giraldo, Decano de Ciencias 

Sociales de la Universidad EAFIT de Medellín, y Ca-

talina Niño, Coordinadora de Proyectos del Pro-

grama en Seguridad Regional de la FES Colombia. 

Pablo Abitbol, de la Universidad Tecnológica de 

Bolívar, fue el moderador. 

 

El Foro se organizó en dos paneles en los que se 

hicieron presentaciones introductorias, y poste-

riormente se desarrollaron conversatorios entre 

los expertos nacionales e internacionales. El diá-

logo estuvo enmarcado en dos preguntas princi-

pales:  

 ¿Cuáles son las fortalezas, debilidades y desa-

fíos institucionales? y 

 ¿Cuáles son las propuestas de diseño institu-

cional en relación con las condiciones de segu-

ridad y convivencia en Colombia? 

E 
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En este sentido, esta publicación conjunta entre el 

Programa de las Naciones Unidas para el Desarro-

llo en Colombia (PNUD), la Alta Consejería Presi-

dencial para la Seguridad y la Convivencia Ciuda-

dana y la Cámara de Comercio de Bogotá, pre-

tende integrar las principales conclusiones y ob-

servaciones realizadas durante el Foro, al igual 

que reflejar las diferentes posiciones instituciona-

les sobre el tema. El documento se encuentra or-

ganizado en tres secciones:  

 

1. La Seguridad y Convivencia Ciudadana en el 

Plano Regional y Nacional (pág. 5) 

2. Lecciones Aprendidas, Retos y Desafíos Institu-

cionales de Seguridad y Convivencia Ciuda-

dana en Colombia (pág. 8) 

3. Propuestas de Diseño Institucional en Seguri-

dad y Convivencia Ciudadana (pág. 13) 

 

El objetivo es aportar al debate sobre la necesidad 

de evaluar la arquitectura institucional responsa-

ble de desarrollar la política de seguridad y convi-

vencia ciudadana, de cara a un escenario posible 

de construcción de paz con nuevos retos para con-

solidar la reducción de la violencia y delincuencia 

en el país.   
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1. La seguridad y convivencia ciudadana 
en el plano regional y nacional 

 

l Programa de las Naciones Unidas para 

el Desarrollo (PNUD) define la seguridad 

ciudadana como una situación social e 

institucional, en la cual las personas pue-

den gozar plenamente y ejercer integralmente sus 

libertades y derechos. Esto implica múltiples retos 

para los gobiernos e instituciones responsables, 

puesto que garantizar la seguridad y convivencia 

entre los ciudadanos, va más allá de la reducción 

de la delincuencia. Lo anterior abre paso a una se-

rie de nuevos desafíos, enfocados en mejorar la 

calidad de vida de la población mediante la pre-

vención del delito, la garantía y acceso ágil y eficaz 

                                                           
2 Informe Regional de Desarrollo Humano 2013-2014. Se-

guridad ciudadana con rostro humano: diagnóstico y 

propuestas para América Latina y el Caribe. 

a la justicia, y educación fundamentada en el res-

peto de la ley, la tolerancia y la sana convivencia2. 

En la última década, América Latina ha vivido un 

aumento en la inseguridad y la violencia. Por 

ejemplo, “entre 2000 y 2010, la tasa de homicidios 

de la región creció 11%, mientras que en la mayo-

ría de las regiones del mundo descendió o se esta-

bilizó”3. El aumento ha tenido como consecuencia 

de que los gobiernos concentren su atención hacia 

la necesidad de reducir los impactos y los costos 

de la inseguridad en el desarrollo y en la sociedad. 

 

http://www.latinamerica.undp.org/con-

tent/dam/rblac/img/IDH/IDH-AL%20Informe%20com-

pleto.pdf. 
3 Ibíd.  

E 



Foro Arquitectura Institucional para la Seguridad Ciudadana 

6 

A estos esfuerzos se ha unido la Organización de 

Naciones Unidas a través del PNUD, quien viene 

trabajando con los gobiernos nacionales y locales 

en países como Nicaragua, Ecuador, Guatemala y 

El Salvador, donde se han logrado avances y se 

han aprendido lecciones significativas sobre polí-

ticas públicas con impacto en la disminución de la 

delincuencia y la conflictividad. Por ejemplo, en El 

Salvador se realizó el programa “Municipios

 
 

Libres de Armas” con el cual se logró la reducción 

de, al menos, 21% de los homicidios violentos. En 

el caso de Guatemala, una serie de cambios en los 

procedimientos de investigación criminal llevaron 

a que, desde 2012, la impunidad se redujera del 

99% al 70%, se incrementaran los casos en tribu-

nales en un 1.200%, y se redujera la tasa de homi-

cidios un 12% anual. 

 

En el caso de Bogotá,  
según el Observatorio de  
Seguridad de la Cámara de 
Comercio, entre 2008 y 2013 
el número de casos de  
violencia interpersonal  
creció en, al menos, 44%. 

 
Entre las lecciones aprendidas, el PNUD, en su In-

forme Regional de Desarrollo Humano, resalta la 

necesidad de crear una arquitectura multisecto-

rial, interinstitucional, que esté en constante in-

tercambio con la sociedad civil y que fortalezca las 

capacidades deliberativas. También enfatiza en la 

importancia de crear mecanismos y herramientas 

de diagnóstico institucional y situacional tanto en 

lo nacional como en lo local; lograr altos niveles de 

                                                           
4 Departamento Nacional de Planeación y Alta Consejería 

Presidencial para la Convivencia y Seguridad (2011), Polí-

tica Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, 

pág. 6. 

sensibilización y capacitación de los actores que 

van a intervenir en temas de seguridad; elaborar 

un diseño participativo de políticas de interven-

ción y atención; desarrollar mecanismos de moni-

toreo y evaluación inclusivos; y, finalmente, pla-

near modelos de implementación y seguimiento.  

 

En Colombia, una de las prioridades del Gobierno 

del Presidente Juan Manuel Santos en los últimos 

cuatro años (2010-2014), fue la seguridad y convi-

vencia ciudadana. Desde el inicio de su adminis-

tración, se creó la Alta Consejería Presidencial 

para la  Seguridad y Convivencia, con el propósito 

de implementar la Política Nacional de Seguridad 

y Convivencia Ciudadana (PNSCC), cuyo objetivo 

general es proteger a los ciudadanos en su vida, 

integridad, libertad y patrimonio económico, por 

medio de la reducción y la sanción del delito, el 

temor a la violencia y la promoción de la conviven-

cia4 —partiendo del hecho de que la seguridad no 

es un asunto de responsabilidad única de la insti-

tución policial—.  

 

De esta forma, se definió una estrategia que prio-

rizó delitos y ciudades en el país, uniendo esfuer-

zos locales y nacionales, con acciones de corto, 

mediano y largo plazo.  

 

La función de la Alta Consejería fue la de gestionar 

el compromiso de las entidades nacionales, para 
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que trabajaran de manera coordinada hacia las 

metas propuestas. La Alta Consejería lideró la 

coordinación de la “Estrategia nacional contra el 

hurto de celulares”, la definición de leyes y pro-

yectos como la Ley de Seguridad Ciudadana, el 

fortalecimiento del Sistema de Responsabilidad 

Penal para Adolescentes (SRPA), y la promoción 

de una cultura de la legalidad. 

 

En el escenario territorial, adelantaron un trabajo 

conjunto de la nación con los municipios y ciuda-

des, incentivando la participación del sector pri-

vado y organizaciones de la sociedad civil. La Alta 

Consejería priorizó sus intervenciones de acuerdo 

con los indicadores más altos de delitos contra la 

vida y el patrimonio (homicidios, lesiones perso-

nales, muertes en accidentes de tránsito y hurtos), 

y las tasas más altas de ocurrencia. Estos criterios 

llevaron al Gobierno Nacional a iniciar en 2011 la 

primera fase “Implementación local asistida de la 

PNSCC” en veinte ciudades: Barranquilla, Bogotá, 

Bucaramanga, Buenaventura, Cali, Cartagena, Cú-

cuta, Ibagué, Manizales, Medellín, Neiva, Palmira, 

Pereira, Popayán, Santa Marta, Soacha, Soledad, 

Tuluá, Valledupar y Villavicencio. En la segunda 

fase se priorizaron cuatro ciudades adicionales: 

Pasto, Armenia, Montería y Tunja. De esta forma, 

proporcionó asesoría y herramientas para generar 

capacidades en las administraciones locales en la 

gestión de la seguridad ciudadana.  
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2. Lecciones aprendidas, retos y 
desafíos Institucionales de seguridad 
y convivencia ciudadana en Colombia 

 

 

Lecciones aprendidas 
 

Las experiencias internacionales y el desarrollo de 

la Política Nacional de Seguridad Ciudadana 

(PNSCC) durante los últimos cuatro años en el 

país, plantean el reto de establecer nuevas alter-

nativas institucionales del orden nacional con ca-

pacidades presupuestales, técnicas y administrati-

vas, que faciliten diseñar, cofinanciar y evaluar 

programas y proyectos de seguridad ciudadana en 

estrecha cooperación con las entidades territoria-

les. La Alta Consejería Presidencial para la Seguri-

dad y Convivencia logró importantes avances en 

materia de construcción y ejecución de la política 

pública; sin embargo, no tuvo los recursos necesa-

rios para establecer líneas de trabajo y agendas 

fuertes de ejecución. En este sentido, el Foro per-

mitió identificar múltiples posiciones sobre las po-

sibilidades de acuerdo con el contexto institucio-

nal colombiano, se consideraron desde la creación 

de un Ministerio de Seguridad Ciudadana, hasta 

reformas a los Ministerios de Defensa e Interior, 

para constituir la especialización requerida en el 

desarrollo de una política de seguridad ciudadana. 

 

Un elemento adicional considerado en el marco 

del Foro, fue el rol de la Policía Nacional en un es-

cenario de construcción de paz que seguramente 

planteará nuevos retos institucionales en contex-

tos urbanos y rurales. Estos retos van desde eva-

luar su ubicación en el Ministerio de Defensa Na-

cional hasta el fortalecimiento y transformación 

de sus capacidades para intervenir nuevos riesgos 

para la seguridad y la convivencia en el país. Las 

lecciones aprendidas en la discusión sobre el rol 
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de la Policía en este contexto de transición5, impli-

can analizar las funciones que cumple en la actua-

lidad en relación con la defensa y seguridad nacio-

nal en el marco del conflicto armado con las gue-

rrillas y la guerra contra el narcotráfico, y propo-

ner nuevas políticas desde una perspectiva de pre-

vención y solución de problemáticas que incluyan 

un enfoque de mediación policial. 

 

El reto institucional involucra  
el fortalecimiento de los  
procesos de identificación de  
las problemáticas de acuerdo 
con el comportamiento de la  
criminalidad, con las  
capacidades financieras, y so-
bre todo fortaleciendo  
mecanismos para evaluar  
periódicamente la pertinencia, 
la eficacia y la eficiencia en re-
lación con los objetivos  
planteados por las mismas. 

 

Dadas las condiciones del conflicto armado en Co-

lombia, la Policía ha adquirido experiencia y resul-

tados importantes en combatir el crimen organi-

zado, un hecho que fue mencionado por los pane-

listas. Sin embargo, en los últimos años, las condi-

ciones de convivencia se han deteriorado en el 

país y cada vez más la ciudadanía demanda una 

                                                           
5 Este escenario de posconflicto supone la transforma-

ción y sofisticación del crimen organizado, así como su 

incursión en nuevos crímenes y asociaciones entre redes 

Policía más cercana que priorice las acciones pre-

ventivas. En el caso de Bogotá, según el Observa-

torio de Seguridad de la Cámara de Comercio, en-

tre 2008 y 2013 el número de casos de violencia 

interpersonal creció en, al menos, 44%. En este or-

den de ideas, las lecciones aprendidas en el caso 

colombiano, sugieren la importancia de trabajar 

de manera consistente en fortalecer el Modelo 

Nacional de Vigilancia Comunitaria por Cuadran-

tes, cuyos componentes privilegian la prevención, 

la atención al ciudadano y la solución de conflic-

tos, promoviendo el acercamiento y el trabajo 

conjunto con las comunidades.  

 

La segunda lección, que plantea una serie de retos 

institucionales, es el uso y la utilidad de los diag-

nósticos. Estos diagnósticos han sido insuficientes 

debido a la evolución y adaptación del crimen y al 

carácter coyuntural de las políticas, las cuales ca-

recen de una visión prospectiva. En este sentido, 

en el Foro fue evidente la necesidad de promover 

investigación e intervención de las autoridades en 

aquellos delitos que exponencialmente represen-

tan un desafío para la seguridad ciudadana. Entre 

estos se destacan la extorsión, el contrabando, la 

corrupción, la minería ilegal y el lavado de activos, 

los cuales están relacionados con la violencia cri-

minal y son delitos que se han desarrollado en el 

marco del conflicto generando economías crimi-

nales altamente rentables. La corrupción, en par-

ticular, ha sido facilitadora en la articulación entre 

las economías criminales, el poder político y la in-

seguridad. 

 

Por esta razón, el reto institucional involucra el 

fortalecimiento de los procesos de identificación 

criminales urbanas y rurales, que plantean nuevas res-

ponsabilidades institucionales frente a crímenes que ya 

no pueden ser catalogados como urbanos o rurales con 

facilidad.  
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de las problemáticas de acuerdo con el comporta-

miento de la criminalidad, con las capacidades fi-

nancieras, y, sobre todo, fortaleciendo mecanis-

mos para evaluar periódicamente la pertinencia, 

la eficacia y la eficiencia en relación con los objeti-

vos planteados por las mismas. 

Una lección adicional sobre la implementación de 

la PNSCC en los últimos años, es que las políticas 

han estado enfocadas en medidas punitivas y 

reactivas, que generan congestión en la rama ju-

dicial y en el sistema carcelario. Según datos del 

Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (IN-

PEC), el hacinamiento en los centros de reclusión 

del país es del 53%6. De esta forma, uno de los re-

tos es avanzar en acciones de prevención y reinte-

gración que descongestionen el sistema, permi-

tiendo que este sea más ágil, y que garantice ma-

yor impacto en términos de construcción del te-

jido social y reducción de la impunidad.  

 

La política nacional logró fortalecer el papel de la 

autoridad municipal, en relación con la seguridad 

y convivencia; sin embargo, este empodera-

miento debe ir acompañado de generar mayores 

y mejores sinergias con las entidades del orden 

nacional como la Fiscalía General y la Policía Na-

cional, las cuales tienen responsabilidades estra-

tégicas en la ejecución de la política. 

 

En este orden de ideas, es necesario seguir forta-

leciendo las capacidades de las entidades territo-

riales en términos de planeación y ejecución de  

las políticas, para que los alcaldes continúen desa-

rrollando programas de focalización social y situa-

cional que han funcionado de manera exitosa en 

aquellos municipios donde los recursos son limita-

dos. Por supuesto, se debe tener en cuenta la he-

terogeneidad de los territorios en Colombia (capa-

                                                           
6 Información estadística INPEC. Parte diario CEDIP, 30 

de junio de 2014. 

cidades financieras, delitos priorizados y condicio-

nes socioculturales), para su estructuración en los 

contextos municipales y en ciudades intermedias. 

 

Estas lecciones y recomendaciones dejan entrever 

la complejidad que tienen los temas de seguridad, 

y los grandes retos que deben tenerse en cuenta 

al momento de elaborar una arquitectura institu-

cional fuerte y capaz de gestionar soluciones para 

la prevención y reducción de la delincuencia y la 

violencia en el país. 

 

Desafíos 
 

El primer desafío para la arquitectura institucio-

nal, involucra múltiples acciones, entre ellas la ne-

cesidad de desarrollar sistemas de información 

que sean flexibles y asequibles para todos los te-

rritorios. Hoy en día existen sistemas completos 

pero son complejos, lo cual permite que sean 

prácticos para las grandes ciudades donde hay ca-

pacidad y experiencia, pero son difíciles de imple-

mentar en ciudades intermedias y en contextos 

rurales.  

 

De esta forma, uno de los retos 
es avanzar en acciones de  
prevención y reintegración que 
descongestionen el sistema, 
permitiendo que este sea más 
ágil, y que garantice mayor  
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impacto en términos de  
construcción del tejido social y 
reducción de la impunidad. 

 

Por tanto, es importante ampliar el espectro y lo-

grar que la política de seguridad no contemple 

como estrategia exclusiva la focalización, sino 

también la construcción de un modelo de acom-

pañamiento integral de cooperación en los 1.123 

municipios del país, basado en la creación de ca-

pacidades, en el diseño de nuevos instrumentos 

de financiación, en el desarrollo de programas de 

prevención de la violencia fundamentados en evi-

dencia con capacidad para ser replicados y en es-

tándares en la aplicación de políticas transversa-

les, como en el caso de los Números Únicos de 

Atención de Emergencias o las tecnologías de mo-

nitoreo. Es decir, más instrumentos, mayores ca-

pacidades y un portafolio más amplio de acompa-

ñamiento para los territorios desde el Gobierno 

Nacional. 

 

Es necesario seguir  
fortaleciendo las capacidades 
de las entidades territoriales 
en términos de planeación y  
ejecución de las políticas para 
que los alcaldes continúen 
desarrollando programas de 
focalización social y situacional 
que han funcionado de manera 
exitosa en aquellos municipios 
donde los recursos son  
limitados. 

 

Además, debemos avanzar en un modelo de audi-

toría permanente de los sistemas de información 

para aumentar la confiabilidad y la transparencia 

en su gestión y administración. Colombia debe 

avanzar en generar sinergias entre las entidades 

que producen información pública. Es necesario 

actualizar e innovar las variables bajo las cuales se 

evalúa el comportamiento de la seguridad y las 

políticas y programas. Si bien Colombia ha tenido 

importantes avances en la consolidación de infor-

mación relacionada con los delitos tradicionales 

[contra la vida y el patrimonio], se debe profundi-

zar en la construcción de indicadores en delitos 

como la extorsión, la minería ilegal, el lavado de 

activos y la violencia interpersonal y continuar 

promoviendo la consolidación de instrumentos 

adicionales de análisis como la encuesta de per-

cepción y victimización, la cual viene siendo apli-

cada por el DANE desde el 2012.  

 

Otro desafío importante es lograr incentivos para 

generar una articulación más efectiva entre  

los diferentes organismos responsables de la se-

guridad y la justicia, involucrando con mayor én-

fasis a la Fiscalía y a la rama judicial del poder pú-

blico, que facilite una nueva aproximación sobre 

procesos de prevención, resocialización y reinser-

ción en el que configura la necesidad de una polí-

tica criminal articulada en el país.  

 

La articulación no solo debe configurarse desde 

una perspectiva pública, sino también debe invo-

lucrar los aportes que desde la sociedad civil se 

pueden generar para la convivencia y seguridad 

ciudadana. Un rol que debe ser reconocido e in-

centivado por generar valor en la construcción, 

socialización, implementación y evaluación de las 

políticas públicas. La rendición de cuentas, perma-

nente y cualificada, y la corresponsabilidad ciuda-

dana, deben ser elementos prioritarios en la es-

tructuración de una nueva institucionalidad para 
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la seguridad ciudadana; deben incentivarse mayo-

res sinergias entre academia, ONG, organismos 

multilaterales y sector privado. La estrategia con-

tra el hurto a celulares puede ser un ejemplo de 

articulación que puede funcionar en otros com-

portamientos delictivos. 

 

Otro importante desafío tiene que ver con la per-

cepción ciudadana de la seguridad. En Colombia y 

en las ciudades vienen desarrollándose ejercicios 

de medición de la percepción de inseguridad, es-

pecialmente en las grandes ciudades. El resultado 

de estos, debe consolidarse como un importante 

factor para la construcción de políticas públicas y 

no ser visto como un indicador negativo para el 

desempeño de las administraciones locales. 
 

Los desafíos que se han planteado desde una pers-

pectiva de la información, los programas, el acom-

pañamiento y las sinergias deberán tener un ele-

mento transversal, como repensar la seguridad en 

los contextos rurales y fortalecer los sistemas de 

información, incluyendo nuevos indicadores. Por 

tanto, se deberá tener en cuenta el fortaleci-

miento del rol de la Policía, no solo en el creci-

miento del pie de fuerza, sino también en los pro-

cesos de formación, programas comunitarios y en 

propuestas para resolver de manera pacífica los 

conflictos.  

 

Los desafíos en los próximos años en materia de 

seguridad, estarán asociados con el desarrollo de 

las negociaciones para la finalización del conflicto; 

por ejemplo, los procesos de reintegración econó-

mica y social de los excombatientes, el manteni-

miento del orden y la seguridad en los territorios 

tradicionalmente afectados por el conflicto, lo 

cual debería promover una revisión de competen-

cias entre la nación, los departamentos y los mu-

nicipios. 

 

De igual manera, se identificaron dos aspectos im-

portantes en el desarrollo del debate institucional. 

Primero, la necesidad de entender la estrecha re-

lación que existe entre la agenda de seguridad y, 

en segundo lugar, los medios de comunicación en 

esta. Los medios de comunicación y las coyuntu-

ras han influenciado de manera importante las po-

líticas de seguridad, pues la agenda tiende a girar 

en torno a hechos de alto impacto. La presión que 

impone la opinión pública en las instituciones, ge-

nera políticas reactivas y generalmente punitivas. 
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3. Propuestas de diseño institucional en  
seguridad y convivencia ciudadana 

 

 

na primera aproximación sobre pro-

puestas de arquitectura institucional, 

es la necesidad de posicionar una en-

tidad del orden nacional que gestione 

y articule la política de seguridad ciudadana. Sus 

acciones deben involucrar la prevención de la vio-

lencia, la reducción de la delincuencia y la aten-

ción de las víctimas (ciudadanos). En este con-

texto, es necesario considerar las funciones que 

en la actualidad ejercen múltiples ministerios y 

entidades con responsabilidades en la seguridad 

ciudadana, desde la perspectiva de coordinarlas, 

fusionarlas o complementarlas para generar una 

interacción eficiente. Esta creación o reorganiza-

ción de entidades deberá tener un efecto positivo 

en el nivel local, proponiendo nuevos escenarios 

de interacción.  

 

Por otro lado, la arquitectura institucional, como 

ya se ha hecho en algunas ciudades como Mede-

llín y Bogotá, debe analizar las implicaciones polí-

ticas, administrativas y fiscales de un arreglo insti-

tucional. En ese orden de ideas, el país debe deba-

tir y decidir cuál de los tres posibles escenarios de 

arquitectura institucional en materia de conviven-

cia y seguridad ciudadana debería adoptar: a) 

mantener la arquitectura actual, b) crear una 

nueva entidad encargada del sector administra-

tivo de la seguridad o c) hacer una reforma insti-

tucional que involucre un traslado de la Policía ha-

cia una entidad civil fuera del Ministerio de De-

fensa. 

________________________________________ 

 

Recomendaciones  
 

Desde la Alta Consejería Presidencial para la Segu-

ridad y Convivencia, se presentaron cuatro reco-

mendaciones sobre las acciones que se deben to-

mar para mejorar este aspecto.  

 Primera, reorganizar y fortalecer el pie de 

fuerza de la Policía;  

 Segunda, mejorar la inteligencia contra el de-

lito, el crimen y la delincuencia organizada; 

U 
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 Tercera, ajustar el sistema de justicia y de re-

clusión de adultos y menores;  

 y, por último, fortalecer las tecnologías para la 

seguridad y los sistemas integrados de infor-

mación. 

________________________________________ 

 

Por su parte, el PNUD presentó un decálogo de re-

comendaciones fundamentales para enfrentar los 

múltiples desafíos de la seguridad y convivencia 

ciudadana. Las recomendaciones fueron las si-

guientes:  

a) Alinear los esfuerzos nacionales para reducir 

el delito y la violencia; con base en las leccio-

nes aprendidas y promoviendo políticas de 

consenso;  

b) Lograr un acuerdo nacional por la seguridad 

ciudadana como política de Estado;  

c) Prevenir el delito y la violencia;  

d) Disminuir la impunidad; fortaleciendo las ins-

tituciones de seguridad y justicia con apego a 

los derechos humanos;  

e) Generar políticas públicas orientadas a prote-

ger a las personas más afectadas por la violen-

cia y el delito (jóvenes y mujeres);  

f) Potenciar la participación activa de la socie-

dad, especialmente de las comunidades loca-

les, en la construcción de la seguridad ciuda-

dana;  

g) Incrementar las oportunidades reales de 

desarrollo humano para los jóvenes;  

h) Atender y prevenir de modo integral la violen-

cia de género en el espacio doméstico-privado 

y en el ámbito público; salvaguardar activa-

mente los derechos de las víctimas;  

i) Regular y reducir los disparadores del delito 

—como armas, drogas y alcohol— desde una 

perspectiva integral y de salud pública, y  

j) Fortalecer los mecanismos regionales de 

coordinación y de evaluación de la coopera-

ción internacional, e impulsar la cooperación 

Sur-Sur entre las instituciones de seguridad y 

justicia. 

________________________________________ 

La Cámara de Comercio de Bogotá considera que 

para definir la arquitectura institucional más ade-

cuada para el contexto colombiano se deben plan-

tear una serie de interrogantes.  

 

En primer lugar, teniendo en cuenta la institucio-

nalidad actual y la existencia de una política nacio-

nal de seguridad ciudadana, es fundamental defi-

nir bajo qué condiciones y liderazgo se debe pro-

yectar su actualización y más importante aún, 

cómo profundizar su implementación en el terri-

torio. También es necesario considerar las funcio-

nes de evaluación de las políticas bajo la respon-

sabilidad de una entidad, facilitando de esta ma-

nera el ajuste de las mismas. 

 

Segundo, es necesario considerar que en la actua-

lidad el Ministerio de Defensa, el Ministerio del In-

terior (que tiene una cercanía importante con los 

municipios y departamentos), el Ministerio de Jus-

ticia, el Departamento Nacional de Planeación y la 

figura de la Alta Consejería Presidencial para la Se-

guridad y la Convivencia Ciudadana, que se en-

cuentra en transición hacia el recién creado des-

pacho del Ministro Consejero para el Posconflicto, 

los Derechos Humanos y la Seguridad, tienen di-

recciones y funciones relacionadas directamente 

con la seguridad y la convivencia ciudadana. 

 

Tercero, los mecanismos e instituciones responsa-

bles del diseño y ejecución de la política de segu-

ridad no es un debate nuevo en el país, y a escala 

local ya existen iniciativas de consolidación de sec-

tores administrativos de la seguridad (Medellín 

tiene Secretaría de Seguridad y Bogotá lleva al me-

nos tres años en la discusión). Estas experiencias 

muestran que la sinergia entre el ámbito nacional 
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y local es fundamental para generar una institu-

cionalidad que se adapte a las necesidades locales 

y se garantice el cumplimiento de la política. 

Cuarto, el diagnóstico es de vital importancia para 

el ciclo de cualquier política pública, pues permite 

tomar decisiones acertadas y puntuales. Seguir 

aplicando y fortaleciendo la Encuesta Nacional de 

Victimización, así como aplicar nuevos instrumen-

tos de análisis y de investigación posicionando sus 

indicadores como metas de la política, deberá for-

mar parte de las funciones de la arquitectura ins-

titucional que se proponga.  

 

Finalmente, para la Cámara de Comercio de Bo-

gotá, es prioritario considerar y dar más relevan-

cia a los delitos que en la actualidad generan con-

diciones de inseguridad y violencia en la mayoría 

de los centros urbanos del país. Cualquier arqui-

tectura institucional de seguridad y convivencia 

ciudadana debe contemplar estrategias contra el 

lavado de activos, la corrupción, el contrabando y 

la extorsión.  

________________________________________ 

 

 


